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			Introducción
Doscientos años de historia de México

			Alicia Hernández Chávez

			 

			 

			 

			 

			En cinco volúmenes dedicados a la historia contemporánea de México se presentan con originalidad y lenguaje ágil las novedades más relevantes de la investigación científica, expuestas por los autores de manera precisa e incisiva. Caracteriza esta serie sobre México el que todos los ensayos hayan sido escritos por autores pertenecientes a una generación de historiadores, economistas, sociólogos y politólogos formados en los últimos treinta años en universidades abiertas a las corrientes internacionales, a lo que se suma el que todos laboran en instituciones académicas. Sin duda es un dato fundamental, pues revela la transformación historiográfica del abandono de una visión ideológica inducida por un falso nacionalismo para atender todas las dimensiones del desenvolvimiento social.

			Otra novedad propia de la colección de las historias de los países iberoamericanos editadas por FUNDACIÓN MAPFRE y el Grupo Santillana es la de otorgar el mismo espacio a todas las dimensiones del quehacer humano. Es decir, el lector de la serie sobre México encontrará que se presentan tanto los aspectos de la participación de México en el contexto internacional como sus transformaciones económicas, sociales, políticas y culturales de los últimos dos siglos.

			En este recorrido, y a diferencia de la anticuada periodización propuesta por la historiografía nacionalista, se considera que todos los actores del país tienen un papel histórico protagónico, independientemente de su nivel cultural, social, económico y político. Precisamente al reconocer que los actores mexicanos son protagonistas de su historia se abandona la interpretación estructuralista para conceder la debida importancia a la dimensión temporal en la reconstrucción de las transformaciones de la historia contemporánea.

			Los volúmenes de esta colección dan cuenta, por lo tanto, de la complejidad que caracteriza cada tramo del devenir histórico, y subrayan tanto las continuidades como las rupturas que ocurren producto de la actividad humana. En efecto, la complejidad del acontecer histórico desciende de la necesidad de vivificar, rescatar del cúmulo de conocimiento que nos ha legado la comunidad científica y proponer nuevas preguntas acerca de las nuevas necesidades y los nuevos deseos que expresan nuestras sociedades.

			La colección arranca con el año 1808, momento de la «eclosión juntera» y de la fragmentación del orden colonial de la monarquía compuesta española. Al ser invadida la península Ibérica por los ejércitos napoleónicos y encontrándose preso el rey español en Francia, las autoridades deben responder a una cuestión: ¿sin rey en quien revierte la soberanía? Gran pregunta que abre el camino para la construcción de una nueva realidad que conocemos como México y cuya primera independencia se afianza pasados algunos decenios y por los menos dos generaciones.

			Entre 1808 y 1830 el viejo orden se corroe sin desaparecer del todo. En un primer momento el cambio significativo se expresa en la demanda de autonomía al interior de la monarquía española que, al serle negada, en 1821 deviene una monarquía nacionalizada que pronto fracasa. Entre 1823 y 1824 el Congreso Constituyente proclama la primera Constitución republicana, liberal y federal. La opción federal o confederal de gobierno para los vastos territorios mexicanos frenó las tendencias separatistas en acto, al reconocérsele a cada entidad federativa un fuerte grado de autonomía. Justamente el mayor logro del primer tramo del siglo XIX fue frenar todo proceso de balcanización del país.

			En este primer trecho de vida independiente se constata que —gracias a la política y la cultura de matriz ibérica y europea, que se transmitió en los centros de enseñanza de la Nueva España— México logra transitar hacia un orden constitucional de claro influjo occidental. Un orden jurídico que ofrece garantías constitucionales similares a las de otros países del orbe y por lo mismo define su estatus de república soberana, no obstante la resistencia de las potencias monárquicas europeas.

			En el periodo subsecuente se desarrollan los elementos mínimos para la efectiva construcción de México como nación y Estado independiente. Durante el medio siglo que transcurre entre 1830 y 1880 los vectores esenciales para la afirmación de México como nación republicana ocurren mediante la inclusión política y social de numerosos sectores marginados por el viejo orden colonial. En suma, es el fin de la sociedad de castas, estamental, jerárquica, que en los siglos precedentes había permitido un riguroso e injusto control social sobre los sectores mestizos y mulatos y una división entre indios y criollos. El nuevo orden republicano y la legalidad jurídica, resultado de la revolución liberal que se plasma en la Constitución de 1857, fue posible debido a la activa participación de una nueva generación nacida bajo la república que defendió con las armas a la patria de la invasión del ejercito estadounidense, momento en que el patriotismo se convierte en un factor básico de difusión masiva de los derechos políticos. En el transcurso, la continua guerra de la Iglesia contra el Estado y en contra de las reformas liberales, la férrea defensa de sus privilegios y fueros, apartó al alto clero de su feligresía. 

			Entre 1846 y 1848 México perdió la mitad del territorio nacional, que pasó a formar parte de los Estados Unidos de Norteamérica. Al poco tiempo, en 1861, Francia intentó imponer como emperador de México a un Habsburgo con el fin de ampliar su control imperial y contener el expansionismo norteamericano. En veinte años el país padeció dos guerras de intervención y una prolongada guerra civil que trastocarían las conciencias políticas y las fronteras del país. Nacía también a la vida pública una nueva generación que a fuerza de errores y éxitos aprendió que la división mal encamina a sus ciudadanos y que por necesidad las entidades federativas debían ceder poderes retenidos como parte de su esfera soberana para fortalecer al gobierno federal. La Constitución de 1857 y la República Restaurada en 1867 señalan el momento en que se forma y consolida la nación y el Estado que reconocemos al día de hoy.

			Este periodo se caracteriza por la derrota de los potentados territoriales y de las corporaciones militares y religiosas tanto por la efectiva separación de Iglesia y Estado como por la derrota del poder conservador del ejército, el cual pierde el fuero militar. El nuevo orden republicano se abre paso mediante diversos mecanismos: se inserta en el comercio mundial, el país obtiene empréstitos internacionales y logra imponer cierto orden en la recaudación fiscal lo que, a su vez, lleva a la primera formulación de un presupuesto federal y a la gestión de una Hacienda Pública no deficitaria. Saneadas las finanzas y mediante el reconocimiento internacional de iure, México goza de los beneficios de la gran revolución tecnológica del siglo XIX, como el telégrafo y teléfono, une materialmente el territorio nacional mediante la red ferroviaria, se beneficia de la libre circulación de bienes, servicios y personas y del desarrollo del mercado que favorecen una industria moderna: la eléctrica, textil, petrolera o minera. Todas estas novedades alentaron el crecimiento de la economía mexicana y el bienestar general.

			Los cincuenta años siguientes que van de 1880 a 1930 son testigos del apogeo y la crisis del orden liberal en los ámbitos político, económico, social y cultural. Este tercer volumen de la colección tiene el gran mérito, entre muchos, de romper con la historia mitológica y la periodización tradicional al rescatar los logros de fin de siglo XIX que injustificadamente se han expuesto de modo negativo; imagen que propaga la historiografía nacionalista con el fin de justificar la Revolución de 1910-1920. En México, como en otros países de América Latina y de Europa, es un periodo en que se correlacionan mejor las dimensiones nacionales e internacionales, cuando el orden constitucional y la soberanía nacional se afirman entre la comunidad internacional gracias a la libertad de movimiento de bienes y capitales y al pleno reconocimiento del derecho internacional.

			Ocurren en este periodo cambios fundamentales: se conforma un mercado único nacional, se avanza en materia de monetarización, la obra pública que realiza el gobierno transforma el paisaje rural y urbano. En las urbes se tiende el transporte público, los tranvías, el alumbrado, el teléfono, el telégrafo, se remozan las plazas y bellas fuentes decoran y proveen de agua salubre a la ciudad; teatros, comercios y oficinas públicas vivifican la sociabilidad urbana en la capital federal, en las capitales de los estados, en sus villas y pueblos. Se observa el auge de nuevos grupos sociales definidos como clases medias, que crean nuevas asociaciones, clubes y casinos para esparcimiento urbano. 

			El periodo 1930-1960 es sin lugar a duda el momento durante el cual se generan y consolidan las principales dimensiones de la contemporaneidad mexicana. Numerosos indicadores lo confirman. Seguramente el más importante es la integración de la población mexicana en el nuevo orden postrevolucionario. En efecto, gracias a la reforma agraria los campesinos se integran al sistema político, social y económico; lo mismo ocurre con la clase media y con los trabajadores gracias a la nacionalización de las ferrovías en 1937 y la expropiación de la industria del petróleo al siguiente año. La reorganización de los sindicatos obreros y de la confederación campesina en estrecha colaboración con la política de rectoría del Estado consolidan los pilares sectoriales del nuevo régimen político.

			La nueva sociedad de masas, cuyos cimientos son el nacionalismo, se funda en la idea de que todos los sectores sociales participan de una misma ideología social conciliadora, unitaria, propia de una concepción fuertemente antiliberal. El orden corporativo se organiza desde y por el gobierno y por el partido del Estado que, siendo uno, cambia de siglas en tres ocasiones: PNR/PRM/PRI. Se puede aceptar que el curso que toman las demandas económicas y políticas de las masas nada tiene que ver con la democracia; en cambio no se puede negar que el régimen fue capaz de satisfacer las exigencias de bienestar, salud, derechos sociales y laborales, mejor y más educación y un mejor nivel de vida para la gran mayoría de la población.

			Otro elemento fundamental que caracteriza la contemporaneidad mexicana es la intensidad y velocidad del cambio. En efecto, las decisiones y su ejecución son súbitas, se expulsa del país al ex presidente de la República por su injerencia en asuntos públicos, se ponen en disponibilidad —sin mando de tropa— a oficiales del ejército y se cambian los comandantes de zona militar en los primeros tres meses de gobierno de Lázaro Cárdenas. Se aprueban reformas constitucionales básicas para que pueda actuar de forma expedita el gobierno. Entre 1936 y 1937 se expropian los latifundios y se entrega al ejidatario o campesino la mejor tierra irrigable del país, se nacionalizan y expropian áreas estratégicas de la producción: petróleo y comunicaciones. La población de entonces era de 16,9 millones; mediante las expropiaciones se organiza a unos dos millones de jefes de familia en empresas manejadas por el Estado. El régimen ejidal bajo jurisdicción del Estado y los sindicatos articulados al partido oficial integran a casi tres cuartas partes de la población total en el sistema político, social, económico y cultural, calculada la familia por cinco miembros. 

			El cambio se acompañó de una movilización cultural sin precedentes: escuelas y libros en poblados remotos; la disciplina del deporte y las tablas gimnásticas apoyó la organización social; institutos como el Politécnico Nacional (IPN), El Colegio de México y escuelas técnicas se crearon a lo largo del país para preparar a los científicos que se requerían. Se alentó la música, el cine, la pintura de tema nacional, los conciertos sinfónicos con partituras de compositores y temas mexicanos. El elemento que pienso que afirmó a lo largo del país la nueva cultura fue la voz de la XEQ, estación de la radio y la Hora Nacional que silenciaba toda otra estación a las diez de la noche. Cultura, muralismo, prensa, libros, escuelas, música, ideas y la política internacional del gobierno que defendió con firmeza la libertad o la autodeterminación de los pueblos para definir su destino sin injerencia externa. 

			Los ejemplos de tal firmeza son muchos: el gobierno repudió la invasión de Etiopía por la Italia fascista, organizó la llegada de los exiliados españoles y al caer la República española frente al franquismo, asiló a su gobierno en el país. El español en México brindó lo mejor de sí en sus universidades, hospitales y sitios de trabajo. Intensidad, impacto y amplitud de las políticas de gobierno unificaron bajo una identidad nacional a millones de mexicanos; impactaron de tal manera el país que hasta a los sectores pudientes no les quedó otra opción que plegarse a un gobierno que por extensión reportó beneficios a los empresarios. Posteriormente las asociaciones empresariales y bancarias buscarían una nueva forma de oposición a lo que juzgaron como un régimen revolucionario que podía romper o perjudicar sus alianzas económicas internacionales.

			A pesar de que el periodo más reciente de la historia de México, el comprendido entre 1960 y 2000, pueda parecer de difícil caracterización porque los historiadores tienden a analizar el pasado sin conectarlo con el presente, hubo especial empeño en comprender la continuidad y la fractura que aparece entre 1957 y 1959 y a lo largo del decenio de 1960. Se hizo caso omiso de la rígida y obsoleta distinción entre los historiadores que se ocupan del pasado y los economistas, sociólogos y politólogos que se ocupan principalmente del presente para presentar en todo momento una visión interdisciplinar. 

			El análisis del último periodo obliga a tener presente un antes, que se sitúa entre los decenios de 1945-1970, y un después, nuestro presente, que comprende los decenios 1980-2010. A partir de los años ochenta del siglo pasado se reconoce un profundo quiebre en la historia del país. Quiebre que todos los autores del volumen cinco reconocen como el momento en que México vive el tránsito de la modernización y del nacionalismo a la globalización y a la transnacionalización.

			La globalización puede significar una forma de internacionalización y transnacionalización que destaca por el hecho de que la población ignora o desatiende las fronteras nacionales clásicas mediante la migración, los negocios, las finanzas y mediante el uso de las nuevas comunicaciones, Internet y otros medios electrónicos. La globalización impacta nuestra vida cotidiana al enterarnos, momento a momento, de lo que ocurre en los extremos del planeta o en el ámbito nacional. Sin duda existen notas negativas pero no cabe duda de que la nueva era cibernética abre más y diferentes oportunidades, une a la población mundial, facilita los negocios, acelera el conocimiento y las posibilidades de respuesta a los asuntos locales y trasnacionales.

			La globalización aparece como un proceso que favorece una nueva forma de participación del país y de los individuos en el mundo de la política, de la sociedad, de las relaciones internacionales, de la economía y de la cultura. Esta inédita forma de participación desdibuja fronteras, modula conceptos como el de soberanía o el de ciudadanía nacional. La permeabilidad de las fronteras nacionales es un hecho mundial que los gobiernos no pueden controlar, la definición tradicional de soberanía se altera con la firma de acuerdos y tratados en beneficio de intereses internacionales y permite que los actores nacionales no estén subordinados exclusivamente a las normas del país en el cual operan. El resultado es que la misma idea de nación deja de ser el principal cimiento cultural que identifica a la población del país.

			El tránsito desde el nacionalismo, la modernidad y el denominado «milagro mexicano» del decenio de 1950 a la globalización es un proceso que no es sólo producto de la crisis del nacionalismo y del Estado patrimonial. Se manifiesta durante el movimiento estudiantil de 1968 como una reivindicación de mayor libertad política, de mejores oportunidades en los campos de la economía y de la sociedad. Es probable que la reacción del gobierno y la represión del movimiento del 68 fueran aún la expresión de intereses empresariales, sindicales y sectores políticos cobijados bajo el ala de la rectoría del Estado que se negaban a liberalizar el sistema político y a abrir los mercados económicos y no admitieron oportunidades distintas para las nuevas generaciones. Sin duda, el motor del cambio fue la transición demográfica, caracterizada por una drástica reducción de la mortalidad infantil y adulta y por un alto crecimiento de la población que generó nuevas necesidades, más servicios, más educación, oportunidades de trabajo que el Estado patrimonial y rector no podía resolver por sí mismo. 

			El derrumbe del viejo orden nacionalista y de la rectoría del Estado no es comparable al de la Unión Soviética que aconteció de una vez por todas en 1989 con la caída del Muro de Berlín. En México el presidencialismo se erosionó lentamente, se desmoronó de modo manejable, lo cual permitió que se cumpliera el augurio que el presidente Miguel de la Madrid pronunció en 1989 cuando —si mi memoria no me traiciona— dijo: «No destruyamos a la generación política del PRI, sin dar tiempo a que se forme la nueva que la sustituya». Al parecer fue lo que ha venido sucediendo, los diferentes grupos de interés, como el de los empresarios, buscaron y crearon nuevas oportunidades y alianzas; se adquirió mayor autonomía de parte de las agrupaciones y sectores del propio partido, el PRI; los sindicatos y organizaciones ciudadanas intensificaron sus nexos y mecanismos de negociación con los gobernadores y congresos de las entidades federativas, e incluso negociaron directamente con los partidos de oposición en el poder legislativo sin necesariamente pasar por la presidencia de la República. Las viejas organizaciones abrieron cauces para tratar con las nuevas, como las organizaciones populares, los sindicatos libres y los trabajadores no sindicalizados. La disminuida eficacia del viejo Estado favoreció, por desgracia, el surgimiento de formas ilegales, como el narcotráfico. En síntesis, cuando se desencadena la transición democrática se acelera el proceso de reorganización de los diferentes grupos de interés y se abre la posibilidad de que las organizaciones sociales se desempeñen con mayor libertad en al ámbito federal, estatal y municipal.

			México opta por la globalización cuando fracasan las políticas del presidencialismo populista de Luis Echeverría y López Portillo, cuando el déficit fiscal y la balanza de pagos alcanzan cifras que amenazan la estabilidad del régimen. El giro hacia un mundo globalizado se dio bajo el signo de la incertidumbre, pero se puede afirmar que la nueva forma histórica de la globalización aún exige preservar beneficios sociales, logros del sistema previo. La modernidad y la cohesión nacional deben adaptarse al nuevo horizonte, aún oscuro, donde no es visible un futuro de bienestar social y vida democrática. Esto significa que en el curso del presente mexicano y bajo la insignia de la globalización afloran con fuerza la inseguridad, la ineficacia del sistema jurídico, el creciente narcotráfico y sus secuelas que seguramente resultan del conflicto permanente entre proteccionismo y libertad económica, entre nacionalismo y transnacionalización, entre igualdad social y libre iniciativa.

			Con todos sus límites, la globalización favoreció el cambio y la demanda por una democracia real, la denuncia de los abusos a los derechos humanos y su defensa en las diferentes regiones del país, la necesidad de un mejor desempeño económico que redunde en la reducción de los niveles de pobreza absoluta y relativa y una mejor participación de México en el sistema internacional.

		

	


	
		
			Cronología

			 

			 

			 

			 

			
				
					
							
							1808

						
							
					    Invasión francesa de la península Ibérica. 

							Propuesta del Ayuntamiento de México de convocar un congreso de ciudades de Nueva España para gobernar en nombre del rey.

						
					

					
							
							1809

						
							
						  Fracasa la conspiración de Valladolid. 

						
					

					
							
							1810

						
							
						  16 de septiembre. Levantamiento de Hidalgo y principio de las guerras de independencia.

						
					

					
							
							1811

						
							
						  Son aprehendidos y decapitados los insurgentes Hidalgo, Allende, Jiménez y Aldama.

						
					

					
							
							1812

						
							
						  Morelos rompe el sitio de Cuautla. Se jura en México la Constitución liberal de Cádiz.

						
					

					
							
							1813

						
							
					    Primeras elecciones constitucionales a Cortes, diputaciones provinciales y ayuntamientos constitucionales. 

							Se instala el Congreso de Chilpancingo, que promulga el decreto de independencia de México.

						
					

					
							
							1814

						
							
						  Se suspende la Constitución de Cádiz y se promulga la Constitución de Apatzingán.

						
					

					
							
							1815

						
							
						  22 de diciembre. Morelos es fusilado en San Cristóbal Ecatepec (actual Estado de México).

						
					

					
							
							1816

						
							
						  Juan Ruiz de Apodaca, virrey de Nueva España.

						
					

					
							
							1817

						
							
						  Fracaso de la expedición libertaria de F. Xavier Mina, quien es fusilado cerca de Guanajuato.

						
					

					
							
							1820

						
							
					    Se reestablece la Constitución de Cádiz. 

							Se disuelve el Santo Oficio.

						
					

					
							
							1821

						
							
						  24 de febrero. Iturbide proclama el Plan de Iguala. 

						
					

					
							
							Agosto. Se firman los Tratados de Córdoba entre Juan O’Donoju y Agustín de Iturbide. 

						
					

					
							
							1822

						
							
						  19 de mayo. Iturbide es proclamado emperador de México.

						
					

					
							
							1823

						
							
					    Centroamérica se separa de México.

							Se crea el Instituto Nacional de Ciencias, Literatura y Artes.

						
					

					
							
							1824

						
							
						  Se promulga la Constitución de México y se establece la república federal. Muere fusilado Iturbide. 

						
					

					
							
							1825

						
							
						  Creación del Museo Nacional Mexicano.

						
					

					
							
							1826

						
							
						  Gran Bretaña y México firman un tratado de comercio y navegación.

						
					

					
							
							1827

						
							
						  Se suspenden los pagos de los empréstitos ingleses.

						
					

					
							
							1829

						
							
						  Presidencia y renuncia de Vicente Guerrero.

						
					

					
							
							1830

						
							
						  Se crea el Banco de Avío para el fomento de la industria.

						
					

				
			

		

	


	
		
			Las claves del periodo 

			Manuel Miño Grijalva

			 

			 

			 

			 

			La crisis final de la monarquía española en América, y su consecuente desaparición, estuvo precedida por diversas manifestaciones en el orden social, político y económico, que se hicieron evidentes a partir de 1760. La era borbónica había servido para redefinir la vocación de la monarquía, y sin duda fue exitosa en su replanteamiento económico, que dio como fruto el fortalecimiento de un sistema fiscal centralizado a partir del cual pudo extraer mayores excedentes, aunque, a la larga, éstos no fueron suficientes para afrontar la gran cantidad de gastos que las guerras internacionales ocasionaban. Sin embargo, sería la invasión de España por Napoleón Bonaparte el catalizador último de los problemas que el imperio había llegado a acumular después de un largo trajinar de casi trescientos años.

			Pero antes de esta circunstancia definitiva, dos acontecimientos serán cruciales para entender el proceso de la desintegración del imperio y la construcción de México: la independencia de Estados Unidos en 1776 y la Revolución Francesa en 1789. El primero alterará el orden internacional vigente bajo el principio de la libertad de comercio y su sistema de gobierno representativo y federal, que constituirán un marco de referencia de la organización política del nuevo país, mientras el segundo destruirá el Antiguo Régimen de base monárquica bajo los principios de la igualdad, la libertad, la representación y la soberanía del pueblo, dando paso al nacimiento del «ciudadano» y a la posibilidad de participación política de nuevos sectores sociales. Sin duda, un poco más tarde, los sucesos independentistas de Haití también tuvieron importancia en el proceso liberador americano, pues por allí pasaron Francisco de Miranda en 1805, Simón Bolívar en 1812 y 1815 y, rumbo a Nueva España, Francisco Xavier Mina en 1817. Sin duda, el peligro de una guerra de castas estaba latente y esta posibilidad aterrorizó a los habitantes criollos de los territorios americanos. Pero lo que fue un desencadenante para América fue el hecho de que el rey recién reconocido, Fernando VII, fuera forzado a abdicar en favor de Napoleón. Todo el mundo hispano lo rechazó y no aceptó el cambio. En ausencia del rey, la soberanía regresaba al pueblo. Ésta fue la razón por la que Madrid se sublevó el 2 de mayo y se formaron Juntas de Gobierno, primero en la Península y después en América. En este contexto internacional hay que ubicar el inicio del proceso de independencia nacional.

			De manera complementaria, la fuerte presencia económica de Gran Bretaña y su posición contra España, fuera de ciertas coyunturas, jugarán un papel importante en el proceso de independencia. Pero cuando éste comienza y se produce la coyuntura planteada por las monarquías europeas contra Napoleón, en América, Estados Unidos encontrara un camino despejado para presionar sobre las posesiones españolas del sur, hacia la Florida y Texas. El territorio de Nueva España abarcaba lo que actualmente es México, Florida, las zonas costeras de Alabama y Mississippi y la extensa zona que iba de Texas a California, así como plazas en el oeste de Canadá y en Alaska. 

			El mundo novohispano en vísperas de este gran cambio tenía una población, en 1793, de 5.200.000 habitantes; hacia 1810, de 6.122.354, y en 1828 se estimaba en 8.000.000. La sociedad estaba constituida por una mayoría indígena de un 60 por ciento, por poco más de un 20 por ciento de criollos y mestizos y un restante 20 por ciento de mulatos y otras castas. La mayoría de habitantes se concentraba en la parte central del territorio siguiendo los patrones de asentamiento prehispánicos y continuó así después de la conquista y la colonización españolas de los siglos XVI y XVII, fenómenos vinculados con los procesos económicos y la formación del mercado interno colonial en el que la producción argentífera —además de los mercados regionales— ocupó un papel determinante. Así, el área cultural mesoamericana reunía al grueso de la población y en ella se ubicaban 26 de las 30 ciudades que había en la Nueva España hacia 1810, que constituían los principales núcleos urbanos no sólo por el número de su población, sino por el carácter de centros de consumo y presencia regional. 

			Entre las décadas de 1810 y 1830 no se verificó un aumento importante de habitantes, y aunque son claros los efectos negativos de las guerras, la inestabilidad política y el estancamiento económico, así como de las nuevas patologías de la sociedad de la joven república, permanecieron estables los patrones de distribución geográfica de la población indígena, que siguió siendo mayoritaria en los territorios que formaron las intendencias de Oaxaca, Puebla, Veracruz, Mérida y México. 

			Sobre el desarrollo urbano y demográfico durante el siglo XIX, el ritmo de crecimiento general se redujo al inicio de la centuria, dado que durante las primeras décadas se sumaron múltiples factores que limitaron el aumento natural de la población y no propiciaron la inmigración extranjera, a pesar de que el flujo de españoles se mantuvo constante a lo largo del periodo. Como rasgo general se puede observar también que, a pesar de que las principales ciudades ofrecían al menos la expectativa de mejores condiciones de vida para sus habitantes que las áreas rurales, México siguió siendo un país fundamentalmente rural, en el que el ritmo de crecimiento de la población de sus urbes fue en general menor que el de las regiones de la que formaban parte. El incremento social en los núcleos urbanos se debió a la migración del campo a la ciudad, lo que involucró movimientos de atracción ante las expectativas de empleo, pero también tuvo su origen en las crisis agrícolas, las epidemias y, después de 1810, las vicisitudes creadas por la guerra. En conjunto, la migración y el crecimiento natural de la población contribuyeron a modificar el tamaño de la población de los centros urbanos; sin embargo, entre 1780 y 1810 se fortaleció el sector social bajo con léperos y zaragates, que abandonaban las zonas rurales debido a las crisis agrícolas y las epidemias —y, después de 1810, las penurias de la guerra—, y se establecían en ciudades manufactureras como México, Puebla o Querétaro, dado que éstas ofrecían expectativas de empleo. 

			La élite novohispana estuvo formada por una alianza permanente y casi inquebrantable de hacendados importantes, comerciantes, mineros, obrajeros y, sobre todo, por la impresionante red económica y social armada por la Iglesia. Hacendados y mineros eran mercaderes que compartieron sus actividades comerciales. La riqueza rural fue acaparada por grupos de laicos y por conventos y órdenes religiosas que fueron proverbiales en la acumulación de tierras.

			La Iglesia estaba unida estrechamente a los intereses de la élite y fungió como principio organizador de un mundo social y como escudo ideológico de la Corona hasta, por lo menos, 1767, cuando fue expulsada la Compañía de Jesús. El capital eclesiástico era, como decía el corregidor Domínguez, «el espíritu que mueve la agricultura, la minería y la industria». Pero todo este esquema, entre 1804 y 1809, se desbarató con la consolidación de vales reales —cancelación de los créditos otorgados por la Iglesia—, lo que significó un golpe mortal para el grupo de propietarios y acreedores, y también para la economía del reino. 

			Así, la Corona, en un ataque combinado en las esferas ideológica y económica, sembrará las raíces de los males posteriores en Hispanoamérica. En su derrota no tuvieron participación el pueblo, el indígena desposeído o las «clases peligrosas», sino de manera muy localizada, al igual que las epidemias y las hambrunas, recurrentes desde la conquista, no impactaron para una quiebra del sistema colonial como lo hizo el intenso y reiterado drenaje de dinero que los conflictos internacionales demandaron de España y que llegó a estrangular el bolsillo de los hombres más ricos de Nueva España entre 1770 y 1809. Esta fuga de capital no tuvo tanta importancia por su monto como por la capacidad articuladora del sistema de crédito otorgado por la Iglesia a los diversos grupos sociales, hasta el punto de que su desaparición significó la destrucción de un tejido armado siglos atrás. 

			Aunque los precios del maíz subieron apreciablemente, la gente, por ejemplo en la ciudad de México, no padecía hambre gracias a la sustitución de productos alimenticios, particularmente el consumo extendido del trigo y la carne, lo que evitó la hambruna. Era esta ciudad el centro de atracción de la migración, pero también del empleo, lo que explica por qué justamente allí Hidalgo no pudo ingresar. Entre otras razones, porque no encontró una ciudad alterada sino una urbe perfectamente estructurada y armónica, dada la fuerte presencia eclesiástica y a pesar de la tradicional extensión de la pobreza. Por este motivo debió dirigirse hacia las zonas que conocía mejor: el Bajío, Michoacán o Guadalajara. 

			La monarquía española, en el plano ideológico, había sido relativamente más tolerante con las élites locales durante el siglo XVII y principios del XVIII, pero para fines de éste y principios del XIX, esta laxitud había desparecido. Se comenzaba a hablar con frecuencia de la Nueva España como de una colonia, en lugar de reino, propiciándose una corriente de opinión anticriolla, y cuando menos, a partir de la década de 1760, buen número de criollos fueron sustituidos en los puestos de gobierno por peninsulares recién llegados a tierras americanas. Era común alegar en círculos gubernamentales que los españoles europeos eran más competentes, más constantes y más leales a los intereses medulares de la monarquía. 

			La nueva situación de la Corona alteró el espacio administrativo e impulsó, a través de las intendencias —unidades territoriales a cargo de un intendente, cuyas funciones abarcaban asuntos de Hacienda, Gobierno y Policía, Justicia, Guerra y Patronato—, un nuevo sistema jurisdiccional en los virreinatos y las gobernaciones con fuertes rasgos de centralismo. De todas formas, las nuevas propuestas siempre encontraron sus límites en la situación internacional que desembocó en la coyuntura de 1808, hecho que mostró la debilidad y el fracaso final del imperio. Así, en este año tuvo comienzo un periodo marcado por la incertidumbre, empezando por la discusión sobre la propia legitimidad de la Corona y su rey. De hecho, la adhesión a la monarquía borbónica se organizó, en primer lugar, a través de las Juntas de Gobierno surgidas por iniciativa, no siempre unánime, de los ayuntamientos de los distintos espacios político-administrativos controlados directamente por las capitales coloniales. El proceso autonomista reflejaba por una parte las transformaciones políticas y culturales propias de la Ilustración y de las reformas borbónicas y, por otra, la búsqueda de un nuevo orden, en este caso constitucional, que garantizara la igualdad jurídica de la población hispanoamericana. Los intereses provinciales y la insurrección social otorgaron un singular dramatismo a esta necesidad de un equilibrio diferente dentro del orden monárquico, con lo cual la etapa «legitimista», en principio, no demandaba la separación de la metrópoli, pero los acontecimientos posteriores que dieron paso a las Cortes crearon el ambiente propicio para la independencia. 

			Entre 1808 y 1810 confluyeron varios planes políticos y económicos que representaban, al mismo tiempo, la persistencia colonial, la reforma ilustrada, la revolución liberal y la independencia americana. El proyecto trataba no sólo de instaurar las juntas, sino de llegar al establecimiento de Cortes. De esta forma la monarquía, el proyecto napoleónico, la propuesta juntera y la independentista marcaron el camino que culminó en 1812 con la Constitución de Cádiz, que perfiló una igualdad de derechos civiles y políticos y que constituyó una opción no sólo liberal sino también autonomista para el sector criollo. Fue importante para Nueva España la instalación de las diputaciones provinciales aprobadas por la Constitución de Cádiz —jurisdicciones administrativamente autónomas y que debían ser dirigidas por un jefe político sujeto a las Cortes—. En Nueva España hubo seis en 1814 y veintitrés en 1823, cuya importancia radicó en que fueron la base del sistema federal, dado el nivel de autonomía local y provincial que ostentaron. Fue también importante la aprobación, en localidades de más de mil habitantes, de los ayuntamientos constitucionales, que se multiplicaron rápidamente sobre la base de la corporación municipal de los ya existentes y que, más allá del peso político o de supervivencia que adquirieron, mostraron el fortalecimiento de pueblos y ciudades como realidades demográficas y sociales que eventualmente podrían hacer cambiar el rumbo de los acontecimientos políticos. 

			Este conjunto de transformaciones mostraría que los habitantes novohispanos —como los de la antigua América hispana— dejaron de ser súbditos de la Corona para convertirse en ciudadanos de su nación. Así, el imperialismo primitivo o formativo impuesto desde fines del siglo XVI dio paso al imperialismo moderno dibujado después de 1760. La reacción borbónica fue tardía y las ciudades y los pueblos, de diferente manera y con argumentos distintos, ya fueran de tipo administrativo, fiscal o institucional, no estaban dispuestos a una subordinación formal ligada con el pasado mientras el futuro miraba hacia un nuevo orden del mundo económico, político y social. Se respetaba la igualdad como reino de la monarquía pero, en realidad, el fracaso de la Corona fue acentuar el divorcio entre un Estado ya claramente imperial y una sociedad que antes de aquel año se había movido más bien dentro de parámetros prácticamente autónomos, divorcio que se advierte en todo el entramado constitucional de 1812. De todas formas, hay que reconocer un principio general planteado por la historiografía del periodo: la independencia de Nueva España —como de la América hispánica toda— sólo fue una manifestación de la desintegración y el colapso del sistema imperial hispánico. 

			En líneas generales, la independencia siguió dos fases esenciales: la legitimista o autonomista, que se expresó entre 1808-1814, y la independentista de 1814-1821. En la primera, la principal aspiración de los actores políticos novohispanos era permanecer dentro de la monarquía ibérica transformándola en monarquía constitucional y asegurando a los distintos componentes una amplia autonomía política y administrativa. Prácticamente todos los movimientos hispanoamericanos favorecieron la autonomía por encima de la independencia casi hasta el final de este periodo; sin embargo, hubo una diferencia importante: México ganó en las Cortes su independencia y Sudamérica en el campo de batalla, posiblemente por la brillante estrategia novohispana de fortalecer los poderes provinciales. Sin duda, los triunfos de Bolívar desde 1819 a 1822 pudieron ser un espejo de lo que significaría una eventual ruptura institucional con Madrid, punto al que evidentemente los delegados novohispanos no tuvieron necesidad o no quisieron llegar. 

			En 1821 los diputados americanos en las Cortes propusieron el establecimiento de una comunidad hispánica compuesta por tres monarquías gobernadas por un príncipe español bajo la Constitución de Cádiz. Es evidente que aun hasta este punto, los representantes novohispanos eran fieles al imperio, y éste es el sentido que tiene el Primer Imperio encabezado por Agustín de Iturbide en el caso de México. Los liberales e Iturbide convencieron a los novohispanos para conseguir su independencia de España mediante un movimiento que utilizó más la persuasión que la fuerza, logrando con ello articular los intereses de autonomistas, insurgentes, descontentos y seguramente indecisos, empezando con la gran mayoría de los jefes realistas. 

			Pero el Primer Imperio no tardó en fracasar. Aparentemente Iturbide no pudo reconocer ni menos entender el regionalismo de los estados, por lo que tampoco supo encontrar una fórmula adecuada para incorporar a su esfera de acción esos centros de poder local y provincial que se habían desarrollado en el transcurso del periodo colonial; sin embargo, él mismo pertenecía a la élite regional, por lo que esta hipótesis puede descartarse. En cambio es probable que fuera la debilidad del ejército —dada su variedad de origen y la falta de una «mística» libertadora, como sucedió en el sur del continente— la que fragmentó y pulverizó su propia fuerza. Esta debilidad radicó en que Iturbide subió al trono como cabeza de los «trigarantes»: Iglesia, ejército y corporaciones de comerciantes, encarnación máxima del pasado que había que destruir y reformar bajo nuevos principios que los representantes de las Cortes ya venían planteando desde hacía tiempo, aunque esto, en el fondo, demandaba la transformación política de una élite propia de una sociedad estamental y la presión de grupos de plebeyos y sectores subalternos. Iturbide subió al trono después de que la monarquía rechazara tanto los Tratados de Córdoba como la independencia de México, y tampoco estaba dispuesta a enviar infantes españoles a ser reyes en América. Fue entonces cuando Iturbide tuvo la oportunidad de tomar el poder y el ejército con fuerza propia y participar directamente en la vida política nacional. 

			Finalmente, en 1824 se produjo el nacimiento de México como república libre y soberana. Después de su fundación, los problemas fueron diversos: el proyecto de Estado, las bases jurídicas, el proyecto económico general, el marco institucional que había que crear para su funcionamiento y supervivencia. El fin de este periodo verá un país en ebullición —dada la lucha de intereses nacionales con fuerte presencia inglesa y norteamericana—, tratando de definir un sistema de gobierno que se movía entre una opción federalista y otra centralista.

			De esta manera, la primera mitad del siglo XIX fue un aprendizaje político caracterizado por la aparición de múltiples actores políticos, pero fueron las sociedades secretas —particularmente la masonería, cuya primera y exitosa manifestación novohispana se había dado en vinculación directa con la insurgencia— las organizaciones políticas más poderosas durante las primeras décadas del México independiente. La élite capitalina, integrada por los grupos de poder que desde la ciudad de México intentaban controlar la vida política del país, no logró articularse alrededor de un interés común, por lo que no supo o no pudo aprovechar la oportunidad de consolidar ese poder, lo que devendría en su división en distintos sectores y debilitaría su posición frente a la fuerza de las diputaciones. El consenso obtenido comenzó entonces a disiparse, aunque este fenómeno será más bien coyuntural. 

			En este complejo abanico social, un sector sin duda importante hasta entonces fue el de los militares, sector privilegiado que gozaba de fueros especiales y que se había visto fortalecido por los largos años de la lucha armada ante la consecuente reducción del papel de los civiles y la autoridad del gobierno virreinal, constituyéndose en uno de los actores políticos de más peso. No obstante, la historiografía muestra que el ejército no llegó a convertirse en un cuerpo monolítico después de la independencia, tanto por divisiones entre sus principales comandantes como por problemas para su financiamiento. Si bien conformó un grupo de presión importante, no fue el que definió los asuntos políticos, ya que los militares intervinieron en política para promover más sus intereses particulares que los del ejército, probablemente porque el ejército novohispano fue básicamente realista: de aquél de Hidalgo y de Morelos poco o nada quedaba. Lo importante en las movilizaciones de los insurgentes radica en la politización general de los sectores populares y criollos, en la creación de un ambiente de cambio irrenunciable e inevitable, que tal vez tuviera tantos o mayores alcances que el de un ejército libertador.

			Por otra parte, es significativo el papel del clero, que, como en ningún otro episodio autonomista y revolucionario, tuvo una injerencia fundamental en el proceso. Antes de 1808-1810 el reiterado acoso de la Corona sobre la limitación de sus privilegios, con decretos que impactaron en sus bienes y posesiones o en relación con la reducción de inmunidad de sus miembros, orilló al clero a una participación directa y destacada, que se puede observar desde el levantamiento de Miguel Hidalgo hasta la entrada del Ejército Trigarante a la ciudad de México. Más tarde, el clero, aunque sea visto desde la perspectiva de un caso, Guadalajara, fue logrando articular un discurso que le permitía mantener su lugar en el nuevo orden independiente: primero, gracias al apoyo patriótico que desplegó frente al triunfo trigarante, que le concedió todavía un sitio fundamental; en adelante sería más difícil sostener la defensa de sus privilegios ante los espacios abiertos por la libertad de imprenta y la asechanza de la tolerancia religiosa. Ante la desarticulación, la ineficacia de los políticos para construir un Estado moderno y las continuas guerras intestinas, no parecía haber cabida para el ejercicio de una soberanía popular tantas veces reivindicada. En ese contexto de fragilidad, la Iglesia se hizo cargo de enarbolar la bandera de la unidad de la nación católica y contribuyó a crear la «nación mexicana» en la perspectiva providencialista, y con ello hizo nacer, al menos en el discurso, el Estado popular mexicano. 

			Estas transformaciones tenían que ver con otra que está en el corazón mismo de lo que representó la independencia: la transformación del individuo. La vecindad como concepto de representación política, en la fase del imperio moderno, posibilitó el tránsito identificador de súbdito a ciudadano. El reconocimiento y movilidad social que el vecino adquirió en el siglo XVIII lo hizo susceptible de volverse autónomo más tarde; pero el vecino era aquel que tenía reputación, condición para su identificación como ciudadano, por lo que el sufragio censual, basado en la propiedad o ingreso, prevaleció sobre el directo. Todos los demás pobladores eran el vulgo, aunque en general hubo una valoración pública para todos los sectores sociales. El papel de vecino, que encarnaba la organización jerárquica de la sociedad, casi siempre iba aparejado a una concepción corporativa o comunitaria de la sociedad, lo que estaba de acuerdo con el hecho de que el vecino era siempre un sujeto concreto, territorializado, enraizado. Por el contrario, el ciudadano moderno era concebido como individuo de una colectividad abstracta. En este sentido, la dimensión política de la individualización era asegurar la expresión de una voluntad autónoma. La comunidad de ciudadanos fue entendida así por su defensa del bien común individual de la nación frente al corporativo del Antiguo Régimen, pero sobre todo, Cádiz otorgó a ciudades, villas y pueblos y a sus residentes igualdad ante la administración y ante la política provincial, con lo cual la autonomía municipal se convertía en el instrumento de la élite y del sector popular frente a eventuales crisis del gobierno, e incluso se podría argumentar que fue la estabilidad municipal la que financió y permitió la inestabilidad del gobierno general sin riesgo para la nación. 

			Por otra parte, las sociedades provinciales —fortalecidas a partir de la creación de las intendencias, las diputaciones y luego los ayuntamientos—, mostraron capacidad para negociar un pacto federal. Sin embargo, terminaron aceptando que la ciudad de México era su centro hegemónico, pues los legisladores reconocían que la riqueza de la capital tenía su fundamento en todas las regiones y pertenecía a todas ellas desde la época colonial. No hubo discusión acerca de su papel como ciudad-eje del sistema antes y después de la independencia. Era claro su peso histórico y económico, además de su ubicación estratégica. Las diputaciones, como antes las intendencias y luego los estados, no fueron organismos monolíticos y su conformación territorial reconoció numerosas subdivisiones en su interior, matizadas en algunos casos por la fuerte presencia de los ayuntamientos y ciudades, así como por divisiones y pugnas de los grupos locales, de caciques y caudillos. 

			Entre el gobierno nacional y cada gobierno estatal se estableció una soberanía compartida, concertando un complejo entramado de relaciones que a la postre dio como resultado un federalismo que fue la expresión final de un proceso de territorialización política y representación de las regiones, y expresión también de un pacto federal que reconoció a la ciudad de México como capital en donde residían muchos y poderosos miembros de la élite con intereses en las provincias, con lo cual la propia gran capital se constituía en organizadora del sistema institucional general.

			La historiografía está de acuerdo con que los estados impusieron el federalismo a la ciudad de México y que su política dominó durante la Primera República Federal. La fuerza de los grupos locales es indudable, pero es probable que sus expresiones autonómicas nunca fueran más allá de la capital. La formación de los estados como entidades soberanas mostraría más de una vez diferencias y rupturas en su interior que sólo el tiempo lograría definir de manera más permanente. El ejército, la Iglesia y los otros poderes del Estado nunca sometieron a discusión la primacía de la ciudad, cuya fuerza histórica anuló la posibilidad de fundar una capital federal en Querétaro. Lo que se discutió en la coyuntura de 1823-1824 fue el sistema de gobierno, la representación «popular» y el reconocimiento de los estados como entidades autónomas y soberanas, no su separación o secesión de la «gran nación Mexicana», como lo reconocían de manera concreta en Guadalajara y Zacatecas. Más allá de las tensiones propias del tiempo, era clara, aunque no acabada, la idea de identidad «mexicana» que exhibieron los diversos actores políticos.

			A partir de la independencia hubo señales de que el nuevo imaginario ciudadano ejercía un atractivo que más allá de los círculos criollos o mestizos incorporó a los pueblos como parte de esta nueva política participativa. Algo similar aparece en las imágenes que se daban de la nación misma. Sin embargo, el proceso de poblamiento no había terminado y su perfil social tampoco había llegado a su fin. Era claro que pese a los esfuerzos por integrar la nación mediante escuelas, catecismos políticos y negociación interétnica, el éxito tardaría en llegar, pero primero había la necesidad, según los ideólogos, de «la fusión de todas las razas y colores que existen en la República en una sola».

			La independencia y la consecuente fundación del Estado-nación tuvo otras consecuencias, como la de intensificar los deseos de controlar, moralizar, instruir y conducir a la población mexicana por parte de las élites cercanas al Estado, afán claramente evidente desde el inicio de las reformas borbónicas. Dos décadas de intensas luchas en diversos órdenes, militar, ideológico y social, impactaron de manera directa en la marcha y desempeño de la economía de la naciente república. La producción minera resultó ser la más afectada, pues sufrió el impacto de la guerra sobre todo en el mineral más rico, el de Guanajuato; a la par que la fiscalidad parecía atravesar por una clara muestra de desarticulación territorial y financiera. La agricultura no sufrió un proceso de transformaciones radicales, pero fue pasible de una regionalización que en muchos casos fue beneficiosa para las intendencias y provincias hasta su constitución en estados miembros de la federación. Después de 1821 el grupo dirigente ya había disminuido la incidencia de los impuestos sobre la producción, lo que destruyó algunas franquicias que gozaban los indígenas y favoreció directamente a productores y comerciantes, los verdaderos beneficiados por la independencia, ya que a través de la desgravación fiscal pudieron incrementar sus utilidades.

			A partir de 1823 los ingresos estatales retomaron el aumento, que continuaría hasta 1840-1842, aunque sin alcanzar los niveles del periodo colonial. Así, la organización federal aparece, desde una perspectiva fiscal, como poco innovadora, puesto que no provocó una federalización del sistema, sino un fortalecimiento de las autonomías de los estados. La innovación sustancial después de la independencia radicó en determinar los impuestos que correspondían a la federación y aquellos pertenecientes a los estados.

			En resumen, 1808-1830 es un periodo esencialmente político en el que triunfó la idea de nación como unidad, a pesar de las controversias de sus élites, ciudades, pueblos y jurisdicciones por sus respectivas soberanías. Si bien hubo influencia del federalismo norteamericano —que era parte ya de ese formidable mundo en expansión que trataba de integrar nuevas ideas, técnicas e instrumentos de comercio—, México perfiló y definió las bases de un nuevo país cuya formación y supervivencia, a pesar de cruentas luchas intestinas y de una dificultosa formación como Estado, sólo fue posible gracias a la fortaleza de su pasado colonial, aunada a un notable contingente de pensadores y estadistas. Las naciones estables más desarrolladas y más fuertes del Atlántico Norte, inundaron a la nueva nación con sus exportaciones, controlaron sus créditos y, en ocasiones, impusieron su voluntad por la fuerza de las armas. Así, México llegó a 1830 luchando, en el orden internacional, por obtener un reconocimiento oficial en el concierto de naciones y, en el interno, en condiciones de atraso económico en relación con las nuevas estrategias industriales y comerciales, pero con una idea muy clara: la construcción y defensa de un país independiente y soberano, más allá de la forma de gobierno que llegara a prevalecer. 

			Ésta es la compleja historia de un periodo esencialmente político y son las ideas que Virginia Guedea, Jaime E. Rodríguez O., Manuel Miño Grijalva, Sonia Pérez Toledo y Brian Connaughton exponen en los cinco capítulos que conforman este volumen. El apoyo y los comentarios de Alicia Hernández Chávez, María Luna Argudín, Jaime E. Rodríguez O., José G. Nuño Ledesma y Macrina Rabadán Figueroa fueron muy importantes y les expreso mi agradecimiento. Sin duda, también ha sido importante la ayuda en la elaboración del material gráfico de Emelina Nava García, de la Unidad de Geoestadística del Colegio de México.
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